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Tribunal de 
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Sobre: 

DESPIDO 
INJUSTIFICADO, 

DISCRIMEN EN 
EL EMPLEO; 
PROCEDIMIENTO 

SUMARIO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 

Juez Brignoni Mártir y la Juez Méndez Miró. 
 
Hernández Sánchez, Juez ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a  24 de septiembre de 2018. 

Comparece ante nuestra consideración, González Rosa y otros 

(en adelante, González Rosa) y  solicita que revisemos la Resolución 

emitida el 6 de junio de 2018 por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Ponce.  En esta se declaró no ha lugar la Moción de 

Relevo de Sentencia a tenor con la Sección 3124 del Título 32 LPRA 

presentada por González Rosa. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación,  

confirmamos la determinación de instancia. 

I 

Los hechos e incidentes procesales relevantes a la 

controversia que aquí atendemos comenzaron el 9 de agosto de 

2012, cuando González Rosa presentó una Querella de Despido 

Injustificado, Represalias y Discrimen, contra Latheus Medical 

Imaging Radiopharmaceuticals y otros (en adelante, el patrono).1  El 

                                                 
1 Véase la Querella en el anejo I, págs. 1-10 del apéndice del recurso. 
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procedimiento continuó durante un largo trámite procesal que 

incluyó una sentencia sumaria, una apelación ante este foro 

apelativo y una solicitud de certiorari ante el Tribunal Supremo.2  El 

dictamen original fue revocado y devuelto para la continuación de 

los procedimientos.  El 5 de abril de 2018, tras la celebración del 

juicio en su fondo, el foro primario emitió su Sentencia y declaró no 

ha lugar la querella presentada.3   

Así las cosas, el 23 de abril de 2018, González Rosa presentó 

una moción de Reconsideración que fue igualmente declarada sin 

lugar.4  Posteriormente, el 29 de mayo de 2018, González Rosa 

presentó una Moción Solicitando Relevo de Sentencia en la que alegó 

que debía ser relevado de la sentencia ya que, por inadvertencia, 

pensó que el caso estaba siendo tramitado por la vía ordinaria y no 

la sumaria.5 

Por su parte, el patrono presentó su Oposición a la solicitud 

de relevo de sentencia y detalló que la razón aducida para el relevo 

no procedía, sobre todo, porque fue el propio González Rosa quien 

pidió que el caso se tramitara por la vía sumaria.  Además, detalló 

que había espacio para confusión ya que el caso fue al Tribunal 

Supremo y este dejó claro en su Resolución del 12 de junio de 2015, 

que el caso estaba tramitándose por la vía sumaria.6  De otra parte, 

sostuvo que la moción de relevo de sentencia -y, de paso, la moción 

de reconsideración- era incompatible con el procedimiento 

                                                 
2 Véase la Sentencia apelativa KLAN201301900-KLCE201400228 en el anejo 4, 

págs. 7-39 del apéndice de la Oposición al recurso.   

Véase, también, la Resolución del Tribunal Supremo AC-2015-34 en la pág. 88 del 

apéndice del recurso. 
3 Véase la Sentencia en el anejo V, págs. 20-45 del apéndice del recurso. 
4 Véase la Moción de Reconsideración en el anejo IX, págs. 89-111 del apéndice del 

recurso. Véase, también, la Resolución en el anejo 7, pág. 89 del apéndice de la 
oposición al recurso. 
5 Véase la Moción de Relevo de Sentencia en el anejo VI, págs. 46-72 del apéndice 

del recurso. 
6 Véase la Resolución del Tribunal Supremo en la pág. 88 del apéndice del recurso. 
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sumario.7  El 6 de junio de 2018, el foro primario emitió una 

Resolución en la que denegó la moción de relevo de sentencia.8 

En desacuerdo, el 21 de junio de 2018, González Rosa 

presentó este recurso e hizo el siguiente señalamiento de error: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA DE 

PUERTO RICO, SALA SUPERIOR DE PONCE AL 
DECLARAR: (A) NO HA LUGAR, LA MOCIÓN DE 
RELEVO DE SENTENCIA A TENOR CON LA SECCIÓN 

3124 DEL TÍTULO 32 LPRA; (B) NO HA LUGAR, 
CUANDO DICHO TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 
TIENE LA OBLIGACIÓN DE CELEBRAR LAS VISTAS 

EVIDENCIARIAS QUE SEAN NECESARIAS PARA 
ESTABLECER LOS FUNDAMENTOS MATERIALES 

PARA LA PROCEDENCIA O LA NO PROCEDENCIA DEL 
RELVO DE SENTENCIA SOLICITADO, SEGÚN LO 
EXPUESTO EN LA SECCIÓN 3124 DEL TÍTULO 32 DE 

LPRA, DE LO CONTRARIO DICHA ACTUACIÓN DEL TPI 
CONSTITUYE UN ABUSO DE DISCRECIÓN. 

 

Mediante Resolución emitida el 2 de agosto de 2018, 

expedimos el auto de certiorari y concedimos término al patrono 

para presentar su alegato. 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

pasamos a resolver. 

II 

Procedimiento Sumario Laboral 

La Ley Núm. 2-1961, según enmendada, conocida como la Ley 

de Procedimiento Sumario de Reclamaciones Laborales, 32 LPRA 

sec. 3118 et seq. (en adelante, Ley Núm. 2), instituye un 

procedimiento de adjudicación rápida de pleitos laborales dirigido a 

la consideración y adjudicación rápida de aquellas reclamaciones de 

empleados contra sus patronos relativos a salarios, beneficios y 

derechos laborales.  Lucero Cuevas v. The San Juan Star Co., 159 

DPR 494 (2003); Ruiz v. Col. San Agustín, 152 DPR 226 (2000); 

Dávila Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 483 (1999).  Así, 

ciertas disposiciones de la referida Ley Núm. 2, supra, son más 

                                                 
7 Véase la Oposición a la Moción de Relevo de Sentencia en el anejo VII, págs. 73-

79 del apéndice del recurso. 
8 Véase la Resolución en el anejo IV, pág. 19 del apéndice del recurso. 
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favorables al obrero que al patrono pues se trata de casos que por 

su naturaleza y finalidad, requieren ser resueltos a la mayor 

brevedad posible.  Rivera v. Insular Wire Products Corp., 140 DPR 

912, 922 (1996).    La naturaleza sumaria del proceso y el propósito 

del estatuto es facilitar la rapidez y celeridad de la resolución de las 

reclamaciones, propósito al que los tribunales deben dar estricto 

cumplimiento.  Ruiz v. Col. San Agustín, supra; Dávila Rivera v. 

Antilles Shipping, Inc., supra. 

A fin de lograr la consecución de dichos propósitos, la Ley 

Núm. 2, supra, establece:  (1) términos cortos para presentar la 

contestación de la querella o demanda; (2) criterios para conceder 

una sola prórroga para la contestación de la querella o demanda; 

(3) un mecanismo para diligenciar el emplazamiento del patrono; 

(4) el proceso para presentar defensas y objeciones; (5) límites a la 

utilización de los mecanismos de descubrimiento de prueba; (6) la 

aplicabilidad limitada de las Reglas de Procedimiento Civil en todo 

aquello que no esté en conflicto con el procedimiento sumario; 

(7) que ninguna de las partes pueda someter más de un 

interrogatorio o deposición, ni tomar una deposición a la otra parte 

después de haber sometido un interrogatorio ni viceversa, excepto 

cuando concurran circunstancias excepcionales; y (8) la obligación 

de los tribunales de emitir sentencia en rebeldía cuando el patrono 

incumple con el término para contestar la querella o demanda.  32 

LPRA sec. 3120; Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., 174 DPR 921 

(2008). 

La naturaleza sumaria de la Ley Núm. 2, supra, responde a la 

política pública de “abreviar el procedimiento de forma que sea lo 

menos oneroso posible para el obrero”.  Dávila, Rivera v. Antilles 

Shipping, Inc., supra, pág. 492.  De este modo se pretende agilizar el 

trámite judicial evitando así que el patrono dilate innecesariamente 
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el procedimiento judicial.  Berríos Heredia v. González, 151 DPR 327 

(2000).   

De otra parte, a pesar de que la Ley Núm. 2, supra, debe ser 

interpretada a favor del empleado y que la esencia del procedimiento 

sumario requiere celeridad de los trámites, el Tribunal Supremo 

expresó en Lucero Cuevas v. The San Juan Star, supra, que el 

procedimiento sumario no es, ni puede ser una carta en blanco para 

la concesión de remedios.  Si bien no se debe menoscabar el 

propósito reparador y protector que persigue la ley, es menester 

recordar que resulta esencial brindarle al patrono las oportunidades 

básicas del debido proceso de ley para defender sus derechos 

adecuada e igualmente.  Véase, además, Vizcarrondo Morales v. 

MVM, Inc., 174 DPR 921 (2008); Rivera v. Insular Wire Products, 

supra. 

Posteriormente, la Ley Núm. 133-2014, 32 LPRA sec. 3118 

enmendó la Ley Núm. 2, supra, y en su Art. 5, acortó el término de 

treinta (30) días que tenía una parte para comparecer en apelación 

ante el Tribunal de Apelaciones. De este modo, ese término de 

carácter jurisdiccional se redujo a diez (10) días. A esos efectos, el 

mencionado Art. 5 establece que:   

Cualquiera de las partes que se considere perjudicada 
por la sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia podrá interponer recurso de apelación ante el 
Tribunal de Apelaciones, en el término jurisdiccional de 
diez (10) días, computados a partir de la notificación de 

la sentencia del Tribunal de Primera Instancia.  Id. 
 

Por otro lado, sobre la revisión de determinaciones 

interlocutorias al amparo de la Ley Núm. 2, supra, es pertinente 

indicar que está establecido que estas no son revisables, excepto 

cuando sean emitidas sin jurisdicción o cuando los fines de la 

justicia requieran la intervención del foro apelativo.  Rodríguez et al. 

v. Rivera et al., 155 DPR 838 (2001); Ruiz v. Col. San Agustín, supra; 

Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., supra.  Sobre el particular, 
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nuestro más Alto Foro expresó en Ortiz v. Holsum, 190 DPR 511 

(2014), que las resoluciones interlocutorias que se tramitan al 

amparo de la Ley Núm. 2, supra, no son revisables excepto en las 

circunstancias siguientes: (1) cuando el foro primario haya actuado 

sin jurisdicción; (2) en situaciones en las que la revisión inmediata 

dispone del caso por completo y; (3) cuando la revisión tenga el 

efecto de evitar una grave injusticia.   

Recientemente, en Medina v. McNeil Healthcare, 194 DPR 723, 

(2016) nuestro Tribunal Supremo aprovechó para llenar una laguna 

que mantuvo la enmienda a la Ley Núm. 2, supra, con relación a los 

términos para revisión de las resoluciones interlocutorias que 

fueran revisables.  Para ello, el Alto Foro dispuso que los términos 

debían atemperarse a los establecidos para la revisión de 

determinaciones finales, es decir, diez (10) días para la revisión ante 

este Tribunal de Apelaciones y veinte (20) días para la revisión ante 

el Tribunal Supremo.  El mismo año, el Alto Foro expresó otro tanto 

respecto a las sentencias dictadas al amparo de este procedimiento.  

En particular, aclaró que permitir la moción de reconsideración de 

una sentencia, tampoco es compatible con el procedimiento 

sumario.  Patiño Chirino v. Parador Villa Antonio, 196 DPR 439, 441 

(2016). 

Relevo de sentencia 

La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, 

provee un mecanismo post sentencia para impedir que se vean 

frustrados los fines de la justicia mediante tecnicismos y 

sofisticaciones. Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 DPR 445, 449 (1977). 

Su finalidad es establecer el balance justo entre dos principios 

fundamentales en nuestro ordenamiento jurídico: el interés de que 

los casos se resuelvan en los méritos y que los litigios lleguen a su 

fin.  Náter v. Ramos, 162 DPR 616, 624 (2004); Ortiz Serrano v. Ortiz 

Díaz, supra, pág. 449, citados con aprobación en García Colón et al. 



 
 

 
KLCE201800870    

 

7 

v. Sucn. González, 178 DPR 527, 540 (2010).    De esta forma, vela 

por la estabilidad y certeza de los pronunciamientos judiciales que 

advienen finales y firmes. Sánchez Ramos v. Troche Toro, 111 DPR 

155, 157 (1981). Además, persigue evitar demoras innecesarias en 

el trámite judicial. Piazza v. Isla del Río, Inc., 158 DPR 440, 448 

(2003).    

Además, al evaluar una solicitud de relevo de sentencia el 

tribunal debe tomar en consideración los siguientes criterios: si el 

peticionario tiene una buena defensa en sus méritos; el tiempo que 

media entre la sentencia y la solicitud de relevo; y el grado de 

perjuicio que pueda ocasionar a la otra parte la concesión del relevo 

de sentencia. Pardo v. Sucn. Stella, 145 DPR 816, 825 (1998).   

En lo pertinente, la Sección 6 de la Ley Núm. 2, 32 LPRA sec. 

3124, concede autoridad al tribunal para relevar una sentencia a 

petición de parte.  Específicamente, la referida Sección establece lo 

siguiente:   

Cuando se dicte sentencia en virtud de las secc. 
3121 ó 3123 de este título, el tribunal conservará la 
discreción que le concede la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil para el Tribunal General de Justicia 
en casos de error, inadvertencia, sorpresa, excusable 

negligencia [y/o] fraude, pero la moción invocando 
dicha discreción deberá radicarse dentro del término de 
sesenta (60) días de notificada la sentencia a las partes 

y deberán exponerse en la misma, bajo juramento, los 
motivos en que se funda la solicitud. De no radicarse 
dicha moción dentro del término y en la forma aquí 

dispuestos, el tribunal deberá declararla sin lugar de 
plano.  (Énfasis nuestro).   
  

Como vemos, el término de 60 días provisto para presentar 

una moción de relevo de sentencia al amparo de la Sección 6, 

aplicará a aquellas instancias en que se dicte sentencia al amparo 

de las secciones 4 o 6 de la Ley Núm. 2, supra. 32 LPRA secc. 3121 

y 3124.  Por su parte, la sección 4 fue derogada con la aprobación 

de la Ley Núm. 133-2014, supra.  De otra parte, la sección 6 

contempla aquellas instancias en que se dicta una sentencia en 
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rebeldía. 32 LPRA sec. 3121.  En lo pertinente al proceso de revisión, 

la Sección 4 de la Ley Núm. 2, promulga lo siguiente:   

Si el querellado radicara su contestación a la querella 
en la forma y en el término dispuestos en la Sección 3 
de esta Ley, el juicio se celebrará sin sujeción a 

calendario a instancias del querellante, previa 
notificación al querellado.   
  

Si el querellado no radicara su contestación a la 

querella en la forma y en el término dispuestos en la 
Sección 3 de esta Ley, el juez dictará sentencia contra 

el querellado, a instancias del querellante, concediendo 
el remedio solicitado. La sentencia a esos efectos será 
final y de la misma no podrá apelarse.   
  

Si ninguna de las partes compareciere al acto del juicio, 
el tribunal pospondrá la vista del caso; si compareciere 
sólo el querellado, a instancias de éste, el tribunal 

desestimará la reclamación, pero si sólo compareciere 
el querellante, el tribunal a instancias del querellante 

dictará sentencia contra el querellado concediendo el 
remedio solicitado. En uno u otro caso, la sentencia 
será final y de la misma no podrá apelarse.   
  

Se dispone, no obstante, que la parte afectada por la 
sentencia dictada en los casos mencionados en esta 

sección podrá acudir mediante auto de certiorari al 
Tribunal de Apelaciones, en el término jurisdiccional de 
diez (10) días siguientes a la notificación de la sentencia 

para que se revisen los procedimientos 
exclusivamente.   
  

La determinación dictada por el Tribunal de 
Apelaciones podrá ser revisada por el Tribunal Supremo 
de Puerto Rico mediante auto de certiorari, en el término 

jurisdiccional de veinte (20) días, contados a partir de 
la notificación de la sentencia o resolución. (Énfasis 

nuestro).   

32 LPRA sec. 3221 

 Por tanto, para que proceda la solicitud de relevo de sentencia 

en un procedimiento sumario laboral, debe tratarse de una 

sentencia en rebeldía.  De no estar esta condición, la Ley Núm. 2, 

supra es clara en que al dictamen le aplica la sección 9 de esta ley.  

En esta, la norma expone que la parte perjudicada por una 

sentencia tendrá diez (10) días para presentar un recurso de 

apelación ante el Tribunal de Apelaciones, computados a partir de 

la notificación de la sentencia.  

III 
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 En el caso que aquí atendemos, nos toca determinar si el 

Tribunal de Primera Instancia erró al denegar la solicitud de relevo 

de sentencia presentada por el empleado.  Según expusimos antes, 

estamos ante un procedimiento sumario laboral que culminó 

cuando el foro primario declaró no ha lugar la querella presentada.  

Para llegar a esta conclusión, las partes vivieron un trámite procesal 

largo que incluyó la revocación de la sentencia original, que también 

concluyó declarando sin lugar la querella, por voz de un juzgador 

distinto. 

 Devuelto el caso al foro primario, este celebró el juicio en su 

fondo durante los días 4, 5 y 6 de octubre y 13 de diciembre de 2016. 

Culminado el juicio, el 5 de abril de 2017, se dictó Sentencia 

desfavorable para el querellante González Rosa.  A pesar de que el 

caso se estaba tramitando al amparo del procedimiento sumario 

laboral, el querellante presentó una moción de reconsideración.  En 

esta solicitaba la reapertura del caso y un turno de prueba adicional 

que le permitiera probar su causa de acción.  El foro primario emitió 

una atinada Resolución sin nada que proveer, según el caso Patiño 

Chirino v. Villa Antonio Beach Resort, supra. 

 Posteriormente, el querellante presentó una moción de relevo 

de sentencia y expresó, entre otras cosas, que no estaba consciente 

de que el caso estaba bajo el procedimiento sumario.  Ante ello, el 6 

de junio de 2018, el Tribunal de Primera Instancia emitió la 

Resolución que aquí se impugna y declaró no ha lugar esta moción.9  

Según se desprende del derecho aplicable, el foro primario actuó 

conforme le requiere el ordenamiento jurídico vigente. Veamos. 

 Para que proceda una moción de relevo de sentencia en un 

procedimiento sumario, debemos estar ante un cuadro muy 

particular.  Se debe dar alguna de las situaciones en la sección 6 de 

                                                 
9 Véase, la Resolución en la pág. 19 del apéndice del recurso. 
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la Ley Núm. 2, supra, la cual, a su vez, nos refiere a la sección 4 de 

la misma ley.  Todo ello para salvaguardar el procedimiento sumario 

laboral de maquinaciones y estrategias procesales que resulten la 

dilación de los procedimientos.  Estamos ante un procedimiento 

diseñado por el legislador para que sea expedito y eficaz.  Por ello, 

la propia ley dispone que las reglas de procedimiento civil aplicarán 

de manera supletoria en la medida en que no sean incompatibles 

con el propósito allí promulgado.  Por lo tanto, al revisar una 

determinación como esta, debemos tener presente este propósito 

primordial. 32 LPRA sec. 3120. 

 En el caso de autos, el querellante presentó una moción de 

relevo de sentencia al amparo de la sección 6 de la Ley Núm. 2, 

supra, por alegado “error” en su noción del procedimiento por el cual 

estaba tramitando su reclamación.  Como hemos aclarado, en este 

caso, el querellante no tenía espacio para reclamar un relevo de 

sentencia por no darse ninguna de las circunstancias que requiere 

esta sección.  Es decir, que se dictara una sentencia en rebeldía.  

Por el contrario, en este caso las partes comparecieron, se celebró el 

juicio en su fondo y se emitió una sentencia en los méritos.   

 Según el derecho que hemos expuesto, en esta situación no 

hay espacio para discutir errores, inadvertencias, sorpresas, 

negligencia excusable o fraude.  Por el contrario, el querellante solo 

podía presentar un recurso de apelación ante este Tribunal de 

Apelaciones, en los siguientes diez (10) días desde que se notificó la 

Sentencia.  Todo ello está expresamente expuesto en la sección 9 de 

la Ley Núm. 2, supra. 32 LPRA sec. 3127, según enmendada por la 

Ley Núm. 133-2014.   Notificada la sentencia el 5 de abril de 2018, 

el término para presentar su apelación terminó el 16 de abril de 

2018.   

 El Tribunal Supremo ha sido riguroso en el desarrollo 

jurisprudencial de esta norma, enfatizando constantemente en que 
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los movimientos procesales posteriores a la sentencia deben ser 

consistentes con el propósito de la ley.  A manera de ejemplo, 

recientemente, el Tribunal Supremo se expresó nuevamente en 

relación con los movimientos procesales que no son compatibles con 

el procedimiento sumario laboral.  Expresó que, al igual que la 

moción de Reconsideración, la solicitud de determinaciones de 

hechos y conclusiones de derecho adicionales tampoco es 

compatible con la celeridad que debe permear el procedimiento 

sumario laboral.  Ruíz Camilo v. Trafon, 2018 TSPR 88, 200 DPR ___, 

(2018).   

En mérito de ello y conforme todo lo antes expresado por el 

Tribunal Supremo, somos de la opinión de que el procedimiento 

sumario no daba espacio al querellante para la presentación de esta 

moción de relevo de sentencia.  Por tal razón, el foro primario actuó 

correctamente al declararla no ha lugar.  

IV 

 Por los fundamentos previamente expuestos, confirmamos la 

Resolución emitida por el foro primario. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


